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A LOS TRIB UNALES Y AUTORIDADES DE LA REPUBLICA

HACE SABER:

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional que en consulta judicial de constitucionalidad
N° 0242-0 0 promovida por Tribunal de Casación Penal en lo referente al
recurso de revisión de Magda Lorena Garita Bolívar, se ha dictado el voto
N° 2289-00 de las catorce horas, treinta y tres minutos del quince de marzo
del año dos mil, que en lo que interesa dice:

"Se evacua la consulta formulada en el sentido 'de que la
falta de la advertencia contenida en artículo 36 de la
Constitución Política por parte del Tribunal Sentenciador, en
los procedimientos abrev iados, no constituye infracción alguna
al derecho al debido proceso que tiene el imputado sometido a
ese trámite, mientras que la debida fundamentación de la pena
a imponer si forma parte de ese derecho . Corresponde al
Tribunal Consultante determinar si en el caso concreto se dejó
de cumplir con esta última condici ón y declarar lo que
corresponda" .

San José, 15 de marzo del 2000 .

fecha de emisión de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos
adquiridos de buena fe. No obstante, dado que la anulación de los artículos
impugnados implicaría la imposibilidad de elegir a los miembros de la
Junta Directiva del ICAFE y el Congreso Nacional Cafetalero, mientras el
legislador no emita las normas sustituti vas correspondientes, que sí
garanticen un sistema de representación acorde al modelo constitucional
costarricense, procede dimensionar los efectos de ·esta sentencia. En
consecuencia, la anulaci ón de las normas impugnadas surtirá efecto no a
partir de la publicación a la que se refiere el artículo 90 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional, sino a partir de la fecha que se indicará
expresamente en la.parte dispositiva de la sentencia. Esto a fin de evitar
que la anulación de las normas impugnadas produzca graves dislocaciones
de la seguridad y la paz sociales, fines últimos del derecho . Por tanto,

Se dec lara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan los
artículos 110 y 103 incisos 1) Y 3) de la Ley sobre el Régimen de
Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café,
número 2762 de 21 de junio de 1961, reformada por Ley '7736 del 19 de
diciemb re de 1997. De conformidad con lo dispuest o en el artículo 91' de
la Ley de la Jurisdicci ón Constitucional, esta sentencia tiene efectos
declarat ivos y retroactivos a la fecha de emisión de la normas anuladas, sin
perjuicio de los derechos adquirid os de buena fe. Se dimension an los
efectos de la sentenci a, de manera que la anulación de las normas rige á
partir del primero de enero del 2001. Reséñese esta sentencia en el Diario
Oficial La Gaceta y publíquese 'íntegramente en el Boletín Judicial.
Notifiquese.-Luis Paulino Mora M., Presidente a. i.-Eduardo Sancho
G-Ana Virginia Calzada M.-Adrián Vargas B.- José L. Molina ().
Susana Castro A.-Alejandro Batalla B.

San José, 2 I de marzo del 2000.

PRIMERA PUBLICACION

ASUNTO: Consulta Judicial de Constitucionalidad.

"Se evacúa la consulta formulada en el sentido de que la falta de
la advertencia contenida en el artículo 36 de la Constitución Política
por parte del tribunal sentenciador, en los procedimientos
abreviados, no constituye infracción al debido proceso ."

San' José, 15 de marzo del 2000.

Vernor Perera León,
Secretario a. i.

Vernor Perera León,
Secretario a.i.

Vernor Perera León ,
Secretario a.i.

(21594 )

(21593)

Para los efectos del artículo 90, párrafo primero de la Ley de
Jurisdicción Constitucional, que en consulta judici al de constitucionalidad
N° 0499-00 promovid a por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
en lo referente al artículo 408 inciso q) del Código Procesal Penal, se ha
dictado el Voto N° 2295-00 de las catorce horas cuarenta y nueve minutos
del quince de marzo del dos mil, que en lo que interesa dice:

"Se evacúa la consult a formulada en el sentido de que la defensa
técnica efectiva, la fundamentación de la sentencia y de la pena,
integran el debido proceso . Corresponde a la Sala consultante e
uso de su competencia específica, valorar el caso concreto ) .:»»

determinar si se dan las violaciones alegadas."

San José, 15 de marzo del 2000.

Vernor Perera León ,
(21592) Secretario a.i.

Para los efectos del art ículo 90, párrafo primero de la L~~
Jurisdicción Constitucional -que en consulta judicial de consti tucionalidad
N° 301-00, promovida por el Tribunal de Casación Penal en lo referente al
artículo 408 inciso q) del Código Procesal Penal, se ha dictado e l Voto N°
2293-00, de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del quince de
marzo del dos mil, que en lo que interesa dice:

"Se evacúa la consulta formulada en el sentido de que la falta de
la advertencia contenida en el artículo 36 de la Constitución Política
por parte " del tr ibunal sente nciador, en los proced imientos
abreviados, no cons~ituye infracció n al debido proceso."

San José, 15 de marzo del 2000.

Para los efectos del artículo 90, párrafo primero de la Ley de
Jurisdicción Constitucional, que en consulta judicial de constituc ionalidad
N° 666-00, promovida por el Tribunal de Casación Pena l en lo referente al
proceso de revisión de Jorge Castillo Vargas, se ha dictado el Voto N°
2292-00, de las catorce horas cuarenta y dos minutos del quince de marzo
del dos mil, que en lo que interesa dice:

"Se evacúa la consulta formulada en el sentido de que la
inaplicación del párrafo segund o del artículo 374 del Código
Procesal Penal, en' lo que se refiere a la rebaja de la pena en los
procedim ientos abrevi ados no viola el debido proceso, siempre y
cuando "exista una adecuad a y debida fundamentación de esa
decisión por parte del juez. Viola el debido proceso la falta de
fundamentación del fallo en algún aspecto fundamental. Debe el
Tribunal consultante determinar si existió la infracción acusada en
este caso y declarar lo que corresponde ."

San José, 15 de marzo del 2000.

(21591)

"

Vernor Perera León ,
Secretario a.i.

Francisco Mendoza B.,
Secretario a. i.

(2 1589)

1 vez.-(I9922)

Para los efectos del artículo 90, párrafo primero de la Ley de
Jurisdicción Constitucional, que en consulta judicial de constitu cionalidad
N° 712-00, promovid a por el Tribunal de Casación Penal en lo referente al
art ículo 408, inciso q) del Código Procesal Penal, se ha dictado el Voto N"
2291-00, de las catorce horas treinta y nueve minutos del quince de marzo
del dos mil, que en IQque interes a dice; \ti/¡ .'

Para los efectos del artícul o 90 párrafo primero de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional que en consulta judicial de constitucionalidad
N° 0056-00 promovida por Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
en lo refere nte al recurso de revisión de Angel Luis Arce Salazar, se ha
dictado el voto N° 2290-00 de las catorce horas, treinta y seis minutos del
quince de marzo del año dos mil, que en lo que interesa dice;

"Se evacua la consulta formulada en el sentido de que a)
una fundamentación adecuad a y suficiente de la sentencia
condenatoria forma parte del debido proceso ; b) solamente la
negligenci a manifi esta del defensor du rante el proceso
constituiría violación al debido proceso . No ha lugar a evacuar
la consulta respecto de los alegatos relacionados con la
fundamentación de la sentencia en prueba falsa. Corresponde a
la autoridad consultante verificar si en el caso concreto se
cumplió con lo establecido en los puntos "a)" y "b)" anteriores
y decidi r lo que proceda" .

San José, 15 de marzo del 2000 .

PRIMERA PUBLICACION

ASUNTO : Acción de lnconstitucionalidad.

A LOS TRIBUNALES Y AUTORrDADES DE LA REPUBLlCA

HACE SABER:

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero y 88' párrafo
segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que en acci ón de
inconstitucionalidad número 2358-99 promovida por María StelIa Stradi

Para los efectos del ártículo 90, párrafo primero de la Ley de
Jurisdicción Constitucional, que en consulta judicial de constitucionalidad
N° 739-00 promovid a por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
en lo referente al artículo 408 inciso q) del Código Procesal Penal, se ha
dictado el Voto N° 2565-00 de las catorce horas treinta y dos minutos del
veintidós de marzo del dos mil, que en lo que interesa dice:

"Se evacúa la consulta formulada en el sent ido de que el respeto
a las reglas que regula la legalidad de la prueba, el principio de
igualdad, la fundamentación de la sentencia y de la pena, la
valoración de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, son
elementos integrantes del debido proceso. Corresponde a la Sala
Tercera de la Corte Suprema de Justicia fijar en el caso concreto si
estos principios fueron debidamente aplicados."

San José, 22 de marzo del 2000.

Vernor Perera.León,
Secretario a. i.(21595)

. Vernor Perera León,
Secretari o a.i.(21590)
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Vernor Perera León,
Secretario a. i.

DIRECCION NACIONAL DE NOTARIADO

DIRE CTRIZ N° 2000-002

"Se rechaza por el fondo la acc ión" .

San José, 22 de marzo del 2000.

(2 1610)

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional que en acció n de inconstitucionalidad número
00-0 962 promovida por Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A.,
en contra del artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 28096-H del 24 de
agosto de 1999, se ha dictado el voto número 2584-00 de las catorce horas
cincuenta y uno 'minutos del veintidós de marzo del dos mil, que en lo que
interesa dice:

Considerando:
l.- El acto de autorización como Notario Público, define en el

destinatario la condición de funcionario debidamente habil itado, lo cual
genera el asiento de inscripción inicial en el Registro Nac ional de
Notarios, igual situación se presenta respecto de aquellos que únicamente
gestionan su inscripció n como tal. Esta anotac ión registral imprime en el
titul ar la condición de Notario Público, que lo acompañará hasta el
momento de su fallec imiento . Tal condición, durante el curso de su vida,
puede ser objeto de modificaciones de estado, ya sea como notario inscrito
(que aún no ha sido habili tado), Nota rio habilit ado (activo) o inhab ilitado
(en cese o suspendido), la cual a su vez implic a, según el caso, una aptitud
o inaptitud legal para el despliegue de actuaciones notariales. Entratándose
de un Notar io activo, que voluntariamente desea cesar en el ejercicio del
notariado, es entendido que tal determinación surtirá efectos jurídicos una
vez que su solicitud sea aprobada (artículo 13, inciso d) del Código
Notarial). Para todos los casos y en observa ncia de las normas y principios
integradores del debido proceso, se abrirá un expediente con numeración
el cual se incluirá en el libro de entradas del Despacho.

n.- Tomando en cuenta lo dicho en el considerando anterior, es que
una vez inscrito o autorizado, en el Notario solo puede existir un estado
definitorio de aptitud legal para el ejercicio, pues no se concibe que
encontrándose activo o habilitado, comparta la condición de inhabilitado
ya sea por cese voluntario u obligatori o; o que suspendido pretenda optar
por la condición eleactivo o cesado. Admitir esa dualidad de condici ones,
traería una inseguridad jur ídica y registral inconveniente para el fedatario,
usuarios y tercero s, incidiendo así en la fisca lización y organizac ión que
corresponde a este Despacho llevar a cabo. Situación diferente de la
expuesta, se presenta cuando estando en condición de cese, se declare la
inhabilitación por suspensión ya que -según se dijo - la primera obedece a
un acto voluntario, en tanto que la segunda nace del legítimo ejercicio de
las potestades de imperio estata les. As í las cosas, un Notario que se
encuentra con ambas causales de inhabili tación, no podrá pretender con
éxito su habilitación, pues de esa mani festación de voluntad sólo
desaparecería la condición de cesado, no así la de suspendido que lo
mantiene legalmente inhabilitado, mientras subsita la medida discipl inaria,
el incumplimiento, falta de requisito o cualquier otra causa que motive esa
suspensión de la vigencia de la función notar ial.

I11.- Sentad a la imposible dualidad de estados contrapuestos e n la
vigencia de la función notarial, queda cla ro entonces que un cartulario
suspendido, no podrá optar por la condición de act ivo o cese, mientras esa
med ida coercitiva subsista, de tal manera que para que un profesional
pueda realizar una variac ión de estado, es requisito indispensable no
encontrarse cumpli endo suspensión alguna en el ejercicio del notariado,
siendo lo procedente entonces, tomar nota del cese, el cual iniciará sus
efectos a partir de que se extinga la causal involuntaria de inhabilitación.
Igual circunstancia se presenta cuando el profesional ha sido suspendido o
ha cesado como abogado, pues de conformidad con la letra del artículo 148
del Código Notarial, de declararse un impedimento para el desempeño de
la abogacía, accesoriamente se debe decretar por igual período de tiempo,
la inhabilitación para el ejercicio notarial. Es de importancia establecer la
diferenciación entre un cese voluntario , un cese oblig atorio y una
suspensión. Si bien todos surten un mismo efe cto jurídico -la
inhabilitación o suspensión de la vigencia de la función notarial- el
primero de ello s surge de una libre manifestación de voluntad del
profesional, que será atendida siempre y cuanto éste se encuentre al día en
todas sus obligaciones, en tanto que el segundo -cese obligatorio- deviene
de la ex istencia de un impedimento que provoca -según ciencia y
conciencia- la obligación de cesar por parte del interesado. En el caso de
la suspensión, ésta puede nacer de la falta de requ isitos y condic iones para
el ejercicio del notariado o por haber sido suspendido como abogado, en
cuyo caso , la inhabilitación como Notario se mantendrá durante todo el

Vernor Perera León,
Secretario a. i.

,
Vernor Perera León,

Secretario a. i.

Vernor Perera León ,
Secretario a. i.

jr

San José, 22 de marzo del 2000.

San José, 22 de marzo del 2000.

(21609)

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional que en acció n de inconstitucionalidad número
0555-96 promovid a por Gonzalo Fajardo Salas y José Luis Meneses
Rimola "Costa Rica del Pacífico Limitada" en contra de los Decretos
Ejecutivos números 24382, 24383, 24384 y 2438 5-MAG-TU R y Acuerdo
del NCOPESCA número A-JO 140-95, se ha dictado el voto número 2583 
00' de las catorce horas cincuenta minutos del veintidós de marzo del dos
mil, que en lo que interesa dice:

"Se declara sin lugar la acción" .

San José, 22 de marzo del 2000.

(21608)

1. 607)

"Se declara sin lugar la acc ión" .

El Magistrado Arg uedas sa lva el voto y declara con lugar la acc ión
encuanto se refiere a la parte del artíc ulo 7 de la Ley número 7768 de 24
de abril de 1998, "Ley de Correos", que dice : "y uno por la Junta Directiva
de la Cámara de Co mercio de Costa Rica" .

San José, 22 de marzo del 2000 .

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley 'de la
Jurisdicción Const itucional que en acc ión de inconstituci onalidad número
4186-98 promovida por el Sindica to Nacional de Comunicac iones en
contra del artíc ulo 70 de la Ley de Correos , número 7768 de 20 de abril de
1998, se ha dictado el voto númer o 02576 -00 de las catorce horas cuare nta
y tres minutos del veintidós de marzo del dos mil, que en lo que interesa
dice:

(21606)

' 1r. ~» : : , ; / :;" . ~ : \ ( '.. " 1 _ ..;

Granados en contra del artículo 42 del R~\·r~en~d~;~.e-gWO de~ d de
la Caja Costarricense de Seguro Soc ial, se dictliltti~l..vó{(\ nú.n[eÚ'-9,' 570
00 de las catorce horas treinta y siete minudel,weiñtidÓ¡S~;,) ' rzo del
dos mil, que en lo que interesa dice: ~.:- -:;.;/

"""-~=.....
"Se declara con lugar la acc ión. Se anula por

inconstitucional el artícul o 42 del Reglamento de Seguro de
Salud de la Caja Costarri cense de Seguro Social. Esta
sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de
vigencia de la norma anulada, sin perj uicio de los dere chos
adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunci amiento en el
Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el
Boletín Judicial. Noti fiques e" .

Se hace saber que de conformidad con lo establec ido en el artículo
88 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constituc ional que la
vigencia de la norma aquí anulada rige a partir de la primera publi cación
de este aviso. A las dieciséis horas del veintinueve de febrero del año dos mil.

Resultando:

1°-Que el cese de los Notarios Públicos en el desempeñó de la
nción, surte efectos jurídicos en el profesional, Registro Nacional de
otarios y respecto de los terceros usuarios.

Para los efectos del ~rtí~ul?, 90 pár~afo . 2°-Que entratándose de un acto formal, que define un estado de
~egund? d~ la ~ey de ,la Jurisdicci ón Const ltu~ 1 " ::.,. '~ " " '.. . pensión de la vigencia de la función notarial , requiere de un
inconstituci onalidad numero 7837- 98 promovld W r ''Efre~ "Cente114" cedimiento regulado a fin de garantizar la observancia del bloque de
Guillén en contra del art ículo 10 del Reglamento d \~urQ:Y~Jario' de ;'" \ ' galidad; y, '
la Caja Costarricense de Seguro Social, se ha dictado vot~l!'~57 1- ~ :: .' /
00 de las catorce horas treinta y ocho minutos del ve id~d~marzo # "/
dos mil, que en lo que interes a dice : :-... S-=,~::>",

-,~
"Se declara con lugar la acción . En consecuencia s

por inconstitucional la frase "sa lvo los subsidios en dinero que
otorga el Seguro de Enfermedad y Maternidad" del art ículo 10
del Reglamento del Seguro Voluntario de la Caja Costarricense
de Seguro Socia l emitido por la Junta Directiva de esa
institución en el artícul o 7°, Acuerdo primero de la sesió n
6979 , ce lebrada el 28 de noviembre de 1995, publicado en La
Gaceta N°10 del 15 de enero de 1996. Esta sentencia tiene
efec tos declarativos y retro activos a la fecha de vigencia de la
norma anulada , sin perju icio de derechos adquiridos de buena
fe. De conformidad con lo dispuesto por el artíc ulo 91 de la
Ley de la Juri sdicción Constituc ional, se dimensionan los
efectos de la sentencia en el sentido de que se concede a la
Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Soc ial un
plazo de un año para definir las condic iones en que los
asegurados vo luntarios ca lifiquen en la categoría 'de
"población económicamente act iva" . Reséñese este
pronun ciami ento en el Diario Ofici al La Gaceta y publíquese
íntegramente en el Boletín Judicial. Notifiques e" .

Se hace saber que de conformidad con lo establecido en el artícul o
88 párrafo seg undo de la Ley de la Juri sdicci ón Constitucional que la
vigencia de la norma aquí anulada rige a part ir de la primera publicación
de este av iso.
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